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El artículo 416 LECrim establece el derecho a ser dispensado de la obligación 
general de declarar por razones de parentesco con el investigado con la finalidad de 
evitarle el conflicto que derivaría tal situación entre decir verdad y el vínculo 
familiar que presenta con el procesado. 
Tal y como aparece configurada dicha dispensa en la actualidad, es aplicable para 
aquellos casos donde el testigo, a su vez, es la víctima en los delitos de violencia de 
género. El hecho que la víctima-testigo de este tipo de delitos decida en fase de 
juicio oral no declarar (motivada por varios elementos psicológicos, sociales, 
culturales…) aboca inevitablemente en la mayoría de los casos a un fallo 
absolutorio, al ser esta declaración la única prueba con suficiente carga probatoria 
para desvirtuar la presunción de inocencia del agresor, dado el carácter íntimo, 
silencioso y paulatino de esta violencia.  
El presente trabajo realiza una aproximación a la cuestión, así como un estudio de 
los numerosos pronunciamientos vertidos hasta la actualidad, para posteriormente 
exponer propuestas de lege ferenda que ofrezcan una mejora en la protección de las 
víctimas de este tipo de violencia tan deleznable.  
Para ello se ha hecho uso de diferentes fuentes de información, como son artículos 
de revistas, monografías, estadísticas, jurisprudencia y doctrina con los que se ha 
podido establecer una visión genérica de la cuestión.  
Palabras clave: violencia de género, víctima, testigo, agresor, parejas, dispensa a 
declarar, absolución, reforma normativa. 
 
Article 416 LECrim establishes the right to be exempted from the general obligation 
to testify for reasons of kinship with the investigated in order to avoid the conflict 
that such a situation would derive between telling the truth and the family bond that 
presents with the defendant. 
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As this dispensation appears configured, it is applicable to those cases where the 
witness is also the victim in crimes of gender violence. The fact that the victim-
witness of this type of crimes decides in the oral trial phase not to testify (a decision 
motivated by several psychological, social, cultural elements...) inevitably leads in 
most cases to an acquittal, as this statement is the only evidence with sufficient 
probative burden to disprove the presumption of innocence of the aggressor, given 
the intimate, silent and gradual nature of this violence. 
This paper makes an approach to the issue, as well as a study of the numerous 
pronouncements made to date, to later present reform proposals that offer an 
improvement in the protection of victims of this type of despicable violence. 
For this, different sources of information have been used, such as journal articles, 
monographs, statistics, jurisprudence, and doctrine with which it has been possible 
to establish a generic vision of the issue. 
Keywords: gender violence, victim, witness, aggressor, couples, dispensation to 
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1. INTRODUCCIÓN: la violencia de género y su distinción con la 
violencia doméstica 
El artículo 24.2 II in fine1 de la Constitución Española de 1978 reconoce la 
posibilidad de establecer excepciones a la obligación de declarar contemplada en el 
artículo 410 de la LECrim que tiene toda persona que ha presenciado un hecho con 
apariencia delictiva. Las posibles dispensas que el legislador ha contemplado 
encuentran diferentes fundamentos, ejemplo de ello sería por razones de Estado 
(artículo 410 LECrim), por razones de oficio o cargo que ejerce el testigo (artículo 
417.2 LECrim), por razón de su incapacidad física o moral (artículo 417.3 LECrim) 
o por razones de parentesco con el acusado (artículo 416 LECrim). Esta última 
dispensa mencionada no ha estado exenta de controversia cuando se ha tratado de 
supuestos donde el testigo que es llamado a declarar por delitos de violencia de 
género, a su vez, es la víctima del mismo, por lo que ha sido preciso el 
pronunciamiento por parte de los órganos jurisdiccionales españoles en multitud de 
ocasiones.  
El conflicto recae cuando en el marco de un proceso penal de violencia de género, 
la declaración de la víctima-testigo es la única prueba que existe para desvirtuar la 
presunción de inocencia del investigado y esta decide acogerse a la dispensa en el 
juicio oral (incluso en casos en los que ella misma ha sido la que ha denunciado los 
hechos) con lo que su silencio conduce a la impunidad de los actos cometidos por 
su presunto agresor por carencia de pruebas incriminatorias.  
Esta dificultad probatoria para condenar a los responsables de delitos de violencia 
de género debería ser subsanada por los mecanismos legales con los que cuenta el 
ordenamiento jurídico en aras de erradicar la violencia machista tan presente (aún) 
 
1 Según la sinopsis del artículo 24 CE realizada por ORTEGA GUTIÉRREZ “No es claro el 
contenido del artículo 24 en cuanto a su estructura interna. (...) En todo caso, su contenido se podría 
sintetizar en el derecho a la tutela judicial efectiva, a la prohibición de la indefensión, a las garantías 
constitucionales del proceso penal, a la presunción de inocencia y a la exclusión del deber de 
testificar”. (ORTEGA GUTIÉRREZ, David, “Constitución Española: Sinopsis artículo 24”, Portal 





en nuestro día a día. La Memoria de la Fiscalía General del Estado de 20192 reiteró 
la necesidad de una reforma de la dispensa ofrecida por el artículo 416 LECrim a 
los testigos con vínculos de parentesco con el investigado en caso de que además 
sean las víctimas en delitos de violencia de género, puesto que dan origen al 39,7% 
de las sentencias absolutorias de este ámbito3. 
Respecto a la jurisprudencia sobre la referida cuestión objeto de estudio es 
necesario hacer una especial alusión (junto con los fallos judiciales ordinarios que 
abordaremos posteriormente) a los Acuerdos No Jurisdiccionales del Pleno del TS 
realizados en los últimos años con el objetivo de ofrecer criterios a seguir sobre el 
ámbito y contenido de esta dispensa.   
El uso de esta técnica por parte de los juzgadores ha resultado ser de gran 
importancia en la práctica e incluso puede acabar configurando el preludio de un 
futuro (y necesario) cambio legislativo, y que a lo largo del presente trabajo se 
tratará de mostrar. 
La violencia de género es la lacra por excelencia que vive la sociedad española en 
la actualidad, que va más allá del ámbito familiar y privado, provocando una 
situación desigual entre las mujeres y hombres de nuestra sociedad, y que, pese a 
los esfuerzos realizados desde diferentes instituciones y agentes sociales, no se ha 
conseguido erradicar. Y es que, la supresión de la infravaloración social hacia el 
género femenino, que es el cimiento de la violencia de género, precisa de unas 
complejas y profundas reformas que conlleva su tiempo y esfuerzo.  
La introducción en el sistema jurídico español del término “violencia de género” es 
algo tan reciente como su propio reconocimiento social. Su aparición se sitúa con 
la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/20044, de 28 de diciembre, de Medidas de 
 
2 Fiscalía General del Estado, “Memoria de 2019 de la Fiscalía General del Estado”, (2020), en: 
https://www.fiscal.es/memorias/memoria2020/FISCALIA_SITE/index.html [consultado 
18/03/2021]. 
3 Consejo General del Poder Judicial (España), “La violencia sobre la mujer en la estadística judicial 
- Anual 2020”, (2020), en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia-domestica-y-de-
genero/Actividad-del-Observatorio/Datos-estadisticos/La-violencia-sobre-la-mujer-en-la-
estadistica-judicial---Anual-2020 [consultado: 25/03/2021]. 
4 Tal y como comenta PERAMATO MARTÍN, su aprobación supuso un gran logro en nuestro 
ordenamiento para la lucha contra la violencia sobre la mujer y un referente en Europa. 
(PERAMATO MARTÍN, Teresa, “Aspectos jurídicos de la violencia de género: Evolución , 
Cuadernos de la Guardia Civil, nº 51 (2015), pp. 8-25.) 
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Protección Integral contra la Violencia de Género (en adelante LOMPIVG), donde 
en su Exposición de Motivos (I) ya la definía como una “violencia que se dirige 
sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo” y en su artículo 1 apuntaba en el 
mismo sentido al establecer que se trata de una violencia ejercida sobre mujeres por 
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o ligados a ellas por relaciones 
análogas de afectividad, aun sin convivencia5.  
Tal conceptualización se presenta desdibujada en muchas ocasiones por su 
coexistencia con otro concepto legal previo a la aparición de “violencia de género”, 
y que no es otro que el de “violencia doméstica” o “violencia intrafamiliar”. El 
presente trabajo no tiene por finalidad centrarse en un examen exhaustivo de ambos 
términos (el cual podría ser extenso y complejo) pero lo cierto es que para poder 
centrarnos en el objeto de nuestro trabajo, debemos delimitar ambos conceptos. 
La primera manifestación en el sistema jurídico penal español de la violencia 
doméstica aparece con la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del 
Código Penal vigente en aquel momento6. Es este texto legal el primero donde el 
legislador incorpora en su artículo 4257 el delito de violencia habitual (en aquel 
momento exclusivamente física) sobre determinados sujetos, los cuales con las 
sucesivas reformas se vieron considerablemente ampliados. Posteriormente a esta 
primera referencia normativa encontramos la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre por la cual se aprueba el Código Penal vigente8, y donde se traslada la 
previsión referida a su artículo 153. Dicho precepto, que seguía contemplando 
exclusivamente la violencia de carácter físico, se vio ampliado concibiendo también 
la violencia psíquica9 con la Ley Orgánica 14/1999 de 9 de junio de modificación 
 
5 Además, también en la Exposición de Motivos I se recuerda que la Organización de Naciones 
Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995 reconoció ya la violencia contra las mujeres, 
refiriéndose a ella como un obstáculo para la consecución de los objetivos de igualdad, desarrollo y 
paz, además de constituir una violación y un menoscabo del disfrute de los derechos humanos y 
libertades fundamentales.  
6 Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del Código Penal. [BOE-A-1989-14247] 
7 Artículo 425: «El que habitualmente, y con cualquier fin, ejerza violencia física sobre su cónyuge 
o persona a la que estuviese unido por análoga relación de afectividad, así como sobre los hijos 
sujetos a la patria potestad, o pupilo, menor o incapaz sometido a su tutela o guarda de hecho, será 
castigado con la pena de arresto mayor». 
8 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. [BOE-A-1995-25444] 
9 Artículo 153: «El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido 
su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él de forma estable por análoga relación 
de afectividad, o sobre los hijos propios o del cónyuge o conviviente, pupilos, ascendientes o 
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del CP. Finalmente, la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre de medidas 
concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración 
social de los extranjeros10, volvió a ampliar el ámbito subjetivo de la violencia 
doméstica con la nueva redacción del artículo 173 CP11.  
La violencia de género es una figura mucho más acotada respecto a los sujetos que 
abarca, puesto que deja fuera de su ámbito a la violencia doméstica. No negamos 
que el concepto legal de violencia de género esté comprendido dentro del de 
violencia doméstica, puesto que este último es mucho más amplio al integrar a la 
familia en general y es capaz de integrar toda violencia producida dentro del núcleo 
familiar. 
El Comité de la CEDAW (Convención sobre la Eliminación de toda forma de 
Discriminación contra la Mujer, aprobada por Naciones Unidas en 1979, y 
ratificada por 187 países, incluido España), en su Recomendación nº 19 de 1992 
declaró que la violencia contra las mujeres es una forma de discriminación dirigida 
contra las mujeres por su condición de ser mujer, y afecta a las mujeres de manera 
desproporcionada12. 
 
incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o 
guarda de hecho de uno u otro, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, sin 
perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos o faltas en que se hubieran concretado 
los actos de violencia física o psíquica». 
10 A esta se refiere RAMON RIBAS como el último eslabón de toda la cadena de cambios legales 
en el ámbito de la violencia doméstica, y antecedente a la que más tarde sería la LOMPIVG de 2004. 
(RAMON RIBAS, Eduardo, Violencia de género y violencia doméstica, Valencia: Editorial Tirant 
lo Blanch, 2008, p. 48.) 
11 Artículo 173.2: «2. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya 
sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de 
afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, 
adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con 
él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del 
cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre 
integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su especial 
vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o privados, será 
castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, privación del derecho a la tenencia y porte 
de armas de dos a cinco años y, en su caso, cuando el juez o tribunal lo estime adecuado al interés 
del menor o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, 
guarda o acogimiento por tiempo de uno a cinco años, sin perjuicio de las penas que pudieran 
corresponder a los delitos o faltas en que se hubieran concretado los actos de violencia física o 
psíquica». 
12 FUENTES SORIANO, Olga, “Especialidades en materia de violencia de género”, en: ASENCIO 
MELLADO, José María (Dir.), Derecho Procesal Penal, 1ª Edición, Valencia: Editorial Tirant lo 
Blanch, 2019, p. 507. 
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La diferencia esencial entre ambas figuras es la perspectiva, puesto que, tal y como 
comenta MAQUEDA ABREU, una apunta a la mujer y la otra a la familia como 
sujetos de referencia13. Los sujetos incluidos en el concepto jurídico de violencia 
doméstica los encontramos en el artículo 173.2 CP, y se tratarían de personas 
vinculadas familiar o afectivamente al agresor/a (vgr. cónyuges, parejas de hecho o 
relaciones de noviazgo actuales o pasadas, ascendientes, descendientes, hermanos 
propios o del cónyuge o conviviente), personas con las que vive (vgr. menores o 
discapacitados con necesidad de protección, convivientes o sujetos a patria 
potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda del cónyuge o conviviente) u otras 
personas integradas en el núcleo familiar14. Como podemos observar no existe 
relevancia en el género del agresor o la víctima, solamente se exige una vinculación 
familiar y que sea a consecuencia de un sentimiento de superioridad del agresor 
respecto a la víctima. Mientras que los sujetos incluidos en la concepción de 
violencia de género se limitan a hombres que cometen delitos contra sus mujeres (o 
ex mujeres) o contra las que tiene o haya tenido una relación análoga de afectividad 
(vgr. parejas de hecho) aun sin convivencia (vgr. relaciones de noviazgo). La 
víctima en este caso apunta exclusivamente a la mujer15 por el simple hecho de 
serlo, pero tal apreciación no abarca a la totalidad del género femenino, sino a 
aquellas mujeres que reúnan las características de afectividad a las que hemos hecho 
referencia con el presunto agresor. 
 
13 MAQUEDA ABREU, María Luisa, “La violencia de Género: Entre el concepto jurídico y la 
realidad social”, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, nº 08-02 (2006), p. 02:4. 
14 CUENCA GARCIA, María José, “La violencia en el ámbito familiar: historia y actualidad”, en: 
ESPUNY TOMÁS, María Jesús y ZAPATER LUQUE, Esther, La docencia del derecho con 
perspectiva de género, Madrid: Editorial Dykinson, 2018, p. 161. 
15 Tal y como afirman los hermanos LORENTE ACOSTA: “A la mujer no se le maltrata por ser 
madre, novia o ama de casa, sino por ser mujer, por ello es importante delimitar conceptualmente la 
violencia que se ejerce sobre la mujer, ya que al denominarla incorrectamente (por ejemplo como 
“violencia doméstica” o “violencia familiar”) se está relacionando sólo con un ambiente concreto, 
el familiar o doméstico, y de ahí se puede pasar con relativa facilidad a limitarlo a determinados 
tipos de familia, a ciertas circunstancias, a algunos hombres que son enfermos, alcohólicos o 
especialmente violentos, o también a mujeres que los provocan”. (LORENTE ACOSTA, Miguel; 
LORENTE ACOSTA José Antonio y LORENTE ACOSTA, Manuel Javier, Agresión a la mujer: 
Maltrato, violación y acoso. Entre la realidad social y el mito cultural, Granada: Editorial Comares, 
1998, p. 85.) 
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Nos encontramos así ante un concepto muy restrictivo16 que ha suscitado una gran 
oposición al tratarse de una conceptualización muy limitada, la cual no incluye (por 
el momento) las posibles violaciones lato sensu que sufren mujeres por parte de 
hombres con los que no presenta relación previa alguna. 
De todas formas, el problema objeto de estudio que se plantea aquí aparece cuando 
el sujeto llamado a declarar presenta una posición dual en el proceso penal: el de 

















16 Algunos autores expresan su disconformidad sobre la reducida extensión del referido concepto al 
dejar fuera la violencia sufrida en el ámbito profesional, laboral o social en su sentido más amplio. 
Véase como ejemplo MAQUEDA ABREU, María Luisa, “La violencia de Género”, op. cit., p. 02:5. 
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2. LA OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR EN LOS DELITOS DE 
VIOLENCIA DE GÉNERO 
Como paso previo al análisis de la figura de la dispensa al deber de declarar de las 
víctimas-testigo de violencia de género, es conveniente hacer referencia a la 
obligación legal de denunciar la cual, dentro del orden lógico del proceso penal, 
tiene lugar de forma previa a la de declarar.  
El artículo 259 LECrim17 prevé la obligación de todo ciudadano a denunciar ante la 
comisión de un delito público tipificado en el CP. Según el mencionado precepto y 
sus correlativos, están obligados a denunciar18: quienes hubieran presenciado su 
perpetuación (artículo 259 LECrim), quienes, por razón de su cargo, profesión u 
oficio19 tuvieran noticia de ellos (artículo 262 LECrim), y quienes, por cualquier 
medio diferente a los mencionados, conocieran la perpetuación de alguno de ellos 
(artículo 264 LECrim).  
Los delitos vinculados a la violencia de género (o contra la mujer) constituyen una 
clara manifestación en el ordenamiento jurídico español de la discriminación por 
razón de género existente en la sociedad, los cuales suelen producirse de forma 
paulatina y disimuladamente, originando con ello un claro deterioro de la víctima y 
de su entorno más próximo (véase como ejemplo más común hijos e hijas)20.  
En nuestro sistema jurídico actual, por regla general, todos los delitos de violencia 
de género son de carácter público21, por lo que su perseguibilidad es de oficio (a 
 
17 Artículo 259: «El que presenciare la perpetración de cualquier delito público está obligado a 
ponerlo inmediatamente en conocimiento del Juez de instrucción, de paz, comarcal o municipal o 
funcionario fiscal más próximo al sitio en que se hallare, bajo la multa de 25 a 250 pesetas». 
18 Tal y como apunta RUÍZ LÓPEZ se trataría de realizar una “declaración de conocimiento dirigida 
al órgano oficial correspondiente por la que se pone en su conocimiento la sospecha de la comisión 
de un hecho tipificado en el CP (traslado de la notitia criminis) para que procedan de conformidad 
con sus funciones encomendadas”. (RUÍZ LÓPEZ, Cristina, “La denuncia del delito de violencia de 
género: Perspectivas interrelacionadas”, en: SOLETO MUÑOZ, Helena (Ed.), Violencia de género: 
tratamiento y prevención, Madrid: Editorial Dykinson, 2015, p. 75.) 
19 Véase como ejemplo los profesionales socio sanitarios, los cuales en un gran número de casos son 
los sujetos que detectan la existencia de este tipo de violencia tan difícil de identificar (puesto que 
no solo se trata de una violencia física, sino que en la mayoría de ocasiones comporta un daño 
psicológico).  
20 PERAMATO MARTÍN, Teresa, “La ruptura del silencio del cómplice: Especial referencia a la 
obligación de denuncia de los profesionales y a la dispensa del artículo 416 LECrim”, VI Congreso 
del Observatorio Contra la violencia doméstica y de género (CGPJ), (2016), p. 5. 
21 La regla general en el sistema procesal español es la perseguibilidad de oficio de los delitos 
públicos, dando así flexibilidad máxima a la incoación del proceso penal. Pero es cierto que existen 
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excepción de los delitos contra la libertad e indemnidad sexual22) y no sería preciso 
que mediase denuncia de la mujer víctima para poner en conocimiento de la 
autoridad correspondiente la comisión de hechos delictivos. Pero lo cierto es que 
esta tipología de delitos, en su mayoría, se caracterizan por efectuarse dentro de la 
esfera más íntima y personal de las partes implicadas, con lo que si ningún sujeto 
externo puede llegar a tener conocimiento de los hechos (vgr. familiares o servicios 
públicos) queda prácticamente en manos de la víctima la posibilidad de que se 
juzguen (o no) tales delitos.  
Estas particularidades, impiden claramente justificación alguna para aquel que, 
teniendo conocimiento de tales hechos, no responda poniendo en marcha los 
mecanismos judiciales a su abasto e imposibilitar así que el agresor continúe 
perpetuando acciones tan destructoras y perjudiciales hacia la víctima. Por tanto, en 
estos casos no solo debe limitarse tal deber de denuncia a una mera obligación legal, 
sino que debe considerarse una auténtica responsabilidad moral de protección hacia 
la mujer víctima de género. Es más, están especialmente obligados a denunciar 
aquellos que tengan conocimiento de los hechos delictivos por razón de su cargo, 
profesión u oficio como puede ser el cuerpo médico de urgencias23.  
Pese a ello (igual que sucede con el deber de declarar) la LECrim contiene 
excepciones a esta obligación general de denunciar en su artículo 26124 25 por 
 
determinados tipos de delitos que se apartan de esta regla genérica, y no son otros que los delitos 
semipúblicos y los privados (injurias y calumnias) donde a la víctima se le dota de una gran 
capacidad de influencia en el devenir del propio proceso penal. (GIMENO SENDRA, Vicente, 
Manual de Derecho Procesal Penal, 2º Edición, Madrid: Ediciones Jurídicas Castillo de Luna, 2018, 
p. 169.) 
22 El artículo 191 CP continua exigiendo la denuncia de la víctima para su perseguibilidad, pese a 
que el Convenio de Estambul de 2011 (ratificado por España: BOE-A-2014-5947) en su artículo 
55.1 establece que «Las Partes velarán por que las investigaciones o los procedimientos relativos a 
los delitos previstos en los artículos 35, 36, 37, 38 y 39 del presente Convenio no dependan 
totalmente de una denuncia o demanda de la víctima cuando el delito se hubiera cometido, en parte 
o en su totalidad, en su territorio, y por qué el procedimiento pueda continuar su tramitación incluso 
cuando la víctima se retracte o retire su denuncia».  
23 ROBLES GARZÓN, Juan Antonio y ÁLVAREZ ALARCÓN, Arturo (Coord.), Lecciones breves 
de derecho procesal penal, 2º Edición, Granada: Editorial Comares, S.L., 2020, p. 61. 
24 Artículo 261: «Tampoco estarán obligados a denunciar: 
1.º El cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o la persona que conviva con él 
en análoga relación de afectividad. 
2.º Los ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes colaterales hasta el segundo 
grado inclusive». 
25 Este artículo 261 LECrim fue modificado por el apartado cuarto de la Disposición Transitoria 1ª 
de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito. 
9 
 
razones de parentesco (y que persiguen la misma fundamentación que la 
contemplada en el artículo ulterior)26. Este precepto excusa de la obligación de 
denunciar: al cónyuge del presunto delincuente, no separado legalmente o de hecho, 
a la persona que conviva y tenga una relación de afectividad y de igual modo, a sus 
ascendientes, descendientes y parientes colaterales hasta el segundo grado. 
Uno de los elementos que han sido más problemáticos en torno a esta concesión 
recae en la identificación de la verdadera intención del legislador cuando nos 
hallamos frente a una víctima (y única testigo) de delitos de violencia de género la 
que debe elegir denunciar, o, por el contrario, ampararse en el artículo 261 LECrim.  
El contenido de esta dispensa resulta ser muy diferente si consideramos que el 
propósito del precepto se limita únicamente a salvaguardar el encubrimiento o 
silencio entre cónyuges (o personas con relación de afectividad análoga) cuando 
uno de ellos perpetúa un delito contra un tercero; o en cambio, su propósito también 
se extiende a los supuestos de delitos de un cónyuge hacia el otro (o persona con la 
que mantiene una relación de afectividad análoga). 
Pero claro, tal y como comenta RUÍZ LÓPEZ27, en el caso de exceptuar de esta 
dispensa a las víctimas de violencia de género “las consecuencias serían imponer 
un deber de denunciar que, quizás, no sea el medio adecuado para incentivar la 
denuncia (…) por parte de la víctima” con lo que se vería limitado el acceso real a 
la protección integral que el sistema jurídico español les ofrece, un resultado 
totalmente opuesto al deseado.  
Esta dispensa a la obligación de denunciar en la práctica se extiende a los supuestos 
de violencia de género, y muestra de ello lo encontramos con que el 71,44% de las 
150.785 denuncias por violencia de género realizadas en 2020 fueron presentadas 
por la propia víctima, ya sea mediante atestados policiales (69,69%) o directamente 
 
26 Asimismo, también se contemplan excepciones al deber de denunciar por otros motivos como son 
la minoría de edad, por hallarse privado de razón (artículo 260 LECrim) o por el deber de secreto 
profesional como es el caso de abogados, procuradores o sacerdotes respecto la información 
obtenida durante el ejercicio de su profesión (artículo 263 LECrim). 
27 RUÍZ LÓPEZ, Cristina, “La denuncia del delito de violencia de género”, op. cit., p. 79. 
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en el juzgado (1,76%)28, según el Informe Anual sobre Violencia de Género del 
CGPJ de 202029.  
De todas formas, es indudable que en los delitos de violencia de género cuando la 
víctima-testigo debe hacer frente a la compleja decisión de denunciar a su agresor, 
intervienen diferentes factores sociales, psicológicos y de otra índole que reprimen 
la voluntad de la víctima para denunciar, situación que se articuló a la perfección 
(desafortunadamente) con la vía legal del artículo 261 LECrim en detrimento de las 
propias víctimas de delitos de violencia de género. Ejemplo de ello lo encontramos 
con que únicamente 20% de las víctimas mortales por violencia de género en 2019 
habían efectuado denuncia previa, mientras que en el 72,7% de los casos no había 
mediado denuncia alguna30.  
Dejando atrás la polémica existente en cuanto a esta excepción, la denuncia en el 
caso de los delitos de violencia de género de igual modo que puede proceder de la 
propia víctima31, también puede emanar de sus familiares o allegados e incluso de 
su asistencia letrada, ya sea mediante la puesta en conocimiento de la notitia 
criminis ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (vgr. Guardia Civil, Policía 
Nacional o Mossos d’Esquadra), el órgano jurisdiccional competente, el Ministerio 
Fiscal o incluso por parte del personal socio-sanitario que atienda a la víctima32. 
Por lo tanto y a modo de concluir el presente epígrafe, al estar incardinados los 
 
28 Véase Anexo nº1.  
29 Consejo General del Poder Judicial (España), “La violencia sobre la mujer en la estadística judicial 
- Anual 2020”, (2020), en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia-domestica-y-de-
genero/Actividad-del-Observatorio/Datos-estadisticos/La-violencia-sobre-la-mujer-en-la-
estadistica-judicial---Anual-2020 [consultado: 25/03/2021]. 
30 Instituto Nacional de Estadística (España), “Víctimas mortales por violencia de género según 
existencia de denuncia previa y según medidas de protección vigentes en 2019” (2019), en: 
https://www.ine.es/ss/Satellite?L=es_ES&c=INESeccion_C&cid=1259926144037&p=125473511
0672&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout [consultado: 28/03/2021]. Véase Anexo nº 
2. 
31 La cual además de poder denunciar directamente ante el juzgado, también puede acudir al Servicio 
Telefónico de Atención y Protección a las víctimas de violencia de género (número 016) para poner 
en conocimiento su situación y activar todos los mecanismos que el ordenamiento jurídico le brinda 
en aras de proteger su vida e integridad física y mental. (RUÍZ LÓPEZ, Cristina, “La denuncia del 
delito de violencia de género”, op. cit., p. 79.) 
32 Precisamente PERAMATO MARTÍN hace una especial referencia a la obligación de denuncia 
del artículo 262 LECrim de los profesionales socio-sanitarios ante indicios de la comisión de delitos 
de violencia de género, puesto que precisamente son, en un gran volumen de casos, los que detectan 
este tipo de violencia al asistir a la víctima (o incluso descendientes). (PERAMATO MARTÍN, 
Teresa, “La ruptura del silencio del cómplice”, op. cit., p. 4.) 
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delitos de violencia de género dentro de la categoría jurídica de infracciones penales 
públicas, encontramos otras vías posibles para perseguir la comisión de los hechos 
delictivos ante la voluntad de la propia víctima (motivada por razones de diferente 
índole) de no denunciar a su agresor, para así no dejar impune este tipo de actos 
delictivos. 
En el caso de que nos encontrásemos ante alguno de los sujetos que contempla el 
artículo 261 LECrim y este tenga intención de denunciar, es preciso que por parte 
de las autoridades correspondientes se le dé aviso e información sobre la existencia 
de esta dispensa a la obligación de denunciar33. Y es que, en diversas ocasiones la 
falta de advertencia a este tipo de sujeto denunciante ha comportado la nulidad de 
la denuncia34 (vgr. la STS nº 385/2007, de 10 de mayo35 o STS nº 294/2009, de 28 
de enero) 
Sin embargo, los diferentes fallos judiciales dictados en los últimos años han ido 
clarificando esta cuestión (vgr. la STS nº 1010/2012, de 21 de diciembre o la STS 
nº 49/2018, de 30 de enero) y se ha ido considerando que vendría a ser poco útil la 
obligación de informar sobre este derecho a denunciar a aquella testigo-víctima que 
decide acudir a las dependencias policiales o judiciales a denunciar contra su pareja 
relatando los hechos voluntaria, espontánea y libremente (lo que viene a 
denominarse jurisprudencialmente como denuncia espontánea36).  
Así pues, se deberá informar durante esta primera participación de la testigo-
víctima, en fase policial o de investigación, de su derecho a no denunciar en base a 
 
33 Más adelante se abordará la cuestión sobre la advertencia a la víctima-testigo del derecho a no 
declarar en virtud del artículo 416 LECrim.  
34 YUGUEROS GARCÍA, Antonio Jesús, “Las dispensas procesales en el contexto de la violencia 
de género en las relaciones de pareja o expareja”, Aposta. Revista de Ciencias Sociales, nº 79 (2018), 
p. 142. 
35 Fundamento jurídico 3º de la STS nº 385/2007, de 10 de mayo (“Para renunciar un derecho debe 
informarse que se dispone del mismo. Nadie puede renunciar a algo que desconozca. De este modo, 
aunque la presencia espontánea pudiera entrañar una renuncia al mismo, e incluso la Sentencia citada 
tiene un discurso al efecto, es lo cierto que requiere que tal renuncia “resulte concluyentemente 
expresada”, y que “la expresión concluyente de la renuncia, cabe agregar, se debe apreciar 
especialmente en los casos en los que se trate de un hecho punible del que el testigo haya sido 
víctima”, lo que no es el caso evidentemente”). 
36 En este sentido: SSTS nº 160/2010, de 5 de marzo, nº 854/2013, de 30 de octubre o nº 457/2020, 
de 17 de septiembre.  
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lo dispuesto en el artículo 261 LECrim, excepto en aquellos casos donde opere una 
“denuncia espontánea”.  
En el caso de no producirse este tipo de denuncia que expresa inequívocamente la 
intención de la víctima-testigo de denunciar a su agresor (y que a su vez es su pareja 
o cónyuge), será pertinente la advertencia de la existencia de esta dispensa legal.  
En conclusión, cierto es que en el caso de que la testigo no ocupase el papel de 
víctima el apercibimiento de este derecho a no denunciar en contra de su cónyuge 
se ajusta a la razón de ser de la dispensa, pero, ahora bien, en caso de encontrarnos 



















3. LA DISPENSA A NO DECLARAR DEL ARTÍCULO 416 LECRIM 
El artículo 416 de la ley procesal penal española, que recoge el derecho a no declarar 
a la víctima-testigo de violencia de género (entre otros sujetos), está íntimamente 
relacionado con diferentes preceptos del mismo cuerpo legal con los que se permite 
así obtener una definición global de la estudiada facultad a no declarar.  
Por su parte, el artículo 410 LECrim37 recoge la obligación a toda persona que 
resida en territorio español (y siempre que no se encuentre impedida38) “de 
concurrir al llamamiento judicial para declarar cuanto supiere sobre lo que les fuera 
preguntado”, y tal deber se reitera nuevamente en el artículo 707 de la misma ley. 
De estos preceptos se extraen dos obligaciones: el deber del testigo a comparecer 
previa citación judicial, y el de declarar todo aquello que conozcan (además de decir 
la verdad, puesto que en caso opuesto podría incurrir en un delito de falso 
testimonio previsto en el artículo 458 CP). Esta obligación de acudir al llamamiento 
judicial se presenta como la antesala a la obligación general de declarar después de 
prestar juramento o promesa de decir verdad (artículo 433 LECrim)39.  
Además, frente al incumplimiento caprichoso del testigo del deber de comparecer 
o declarar ante el juez, la propia LECrim establece todo un régimen sancionador 
que, en los casos más graves, puede acabar constituyendo un delito de obstrucción 
la justicia o desobediencia (artículos 420, 463 y 450 LECrim). 
Sin embargo, encontramos excepciones no uniformes a la regla general de 
comparecer y declarar. El legislador ha optado por establecer supuestos 
excepcionados siguiendo un desigual patrón en función del sujeto de que se trate. 
 
37 Artículo 410 LECrim: «Todos los que residan en territorio español, nacionales o extranjeros, que 
no estén impedidos, tendrán obligación de concurrir al llamamiento judicial para declarar cuanto 
supieren sobre lo que les fuere preguntado si para ello se les cita con las formalidades prescritas en 
la Ley». 
38 Si la persona requerida a personarse ante la autoridad judicial se encontrase impedida físicamente, 
el artículo 419 LECrim contempla la posibilidad de que el Juez Instructor se desplace hasta su 
domicilio (siempre que la situación lo permita) para que efectúe y cumpla con su deber de 
declaración. 
39 En el caso que el testigo reúna la condición de víctima del delito (la situación dual que venimos 
estudiando) podrá hacerse acompañar, tal y como establece el artículo 433 LECrim, «por su 
representante legal y por una persona de su elección durante la práctica de estas diligencias, salvo 
que en este último caso, motivadamente, se resuelva lo contrario por el Juez de Instrucción para 
garantizar el correcto desarrollo de la misma». 
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De ahí que encontramos situaciones donde se excluyen ambas obligaciones, y del 
mismo modo casos donde únicamente se exceptúa el deber de concurrir o de 
declarar:  
a) Dispensa al deber de comparecer y declarar. 
El único precepto que dispensa de ambas obligaciones es el artículo 411.1 LECrim, 
el cual exonera tanto del deber de concurrir al llamamiento judicial como del de 
declarar al “Rey, la Reina, sus respectivos consortes, el Príncipe heredero y los 
Regentes del Reino”.  
b) Dispensa al deber de comparecer. 
En cambio, el artículo 412.1 LECrim establece que estarán exentos de la obligación 
de concurrir al llamamiento judicial, pero no a la de declarar (se les permite hacerlo 
por escrito), los restantes miembros de la Familia Real a los que no hace referencia 
el artículo 411 LECrim, y de igual forma, el Presidente y los demás miembros del 
Gobierno, los Presidentes del Congreso de los Diputados y Senado, el Presidente 
del TC, el Presidente del CGPJ, el FGE y los Presidentes de las Comunidades 
Autónomas. También estos podrían declarar de forma escrita y en el caso de que 
declarasen sobre hechos conocidos al margen de su cargo, se les podría tomar 
declaración en su domicilio o despacho oficial. 
Del mismo modo, en el artículo 412.5 LECrim también se contempla la excepción 
únicamente al deber de concurrir a un gran grupo de personas entre los que podemos 
encontrar: los Diputados, Senadores, Magistrados del TC, Vocales del CGPJ, la 
Fiscalía de la Sala del TS, Defensor del Pueblo, Presidentes de Asambleas 
Legislativas de las Comunidades Autónomas, el Presidente y Consejeros 
Permanentes del Consejo de Estado, el Presidente y Consejeros del Tribunal de 
Cuentas, los miembros de los Consejos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas y los Secretarios de Estado, los Subsecretarios o los Delegados de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas (y de Ceuta y Melilla) entre otros. Este 
extenso colectivo de cargos podrían declarar en su despacho oficial o en la sede del 




c) Dispensa al deber de declarar.  
Encontramos un tercer tipo de dispensa que afecta únicamente al deber de declarar, 
la cual se contempla para los “Agentes Diplomáticos acreditados en España, en todo 
caso, y el personal administrativo, técnico o de servicio de las misiones 
diplomáticas, así como sus familiares, si concurren en ellos los requisitos exigidos 
en los tratados”, tal y como establece el artículo 411.2 LECrim. 
De igual modo, el artículo 417 LECrim exime del deber de declarar en calidad de 
testigos a los eclesiásticos, funcionarios públicos o incapacitados física o 
moralmente. 
Y por último, y el supuesto objeto de estudio, el artículo 416 LECrim también 
contempla la dispensa del deber de declarar a aquellas personas que presenten 
vínculos de parentesco o de afectividad con el procesado40, el Abogado del 
procesado respecto a los hechos que este le hubiese confiado en su calidad de 
defensor y los traductores e intérpretes de las conversaciones y comunicaciones 
entre el imputado, procesado o acusado y su abogado41. 
De todas las relaciones de parentesco que contempla el artículo 416 LECrim para 
justificar la dispensa de declarar en el proceso penal, la que plantea mayor interés 
en el presente trabajo es la que se refiere al “cónyuge o persona unida por relación 
de hecho análoga a la matrimonial”, donde quedarían encuadrados los supuestos en 
los que la mujer maltratada debe declarar contra el presunto culpable, el cual a su 
vez, resulta ser su pareja.  
Según la literalidad del referido precepto, se exceptúa únicamente del deber a 
declarar, pero no al de acudir a la citación realizada por el Juez, por lo que en el 
caso de que la testigo-víctima de violencia de género optara por acogerse a la 
dispensa que se le tiene reconocida en el texto procesal, deberá, de todos modos, 
 
40 Dando así cumplimiento al artículo 24.2 (II) in fine CE, donde se establece la obligación al 
legislador de regular los casos en los que «por razón de parentesco o de secreto profesional, no se 
estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos». 
41 Este último inciso se añade en virtud de la Ley Orgánica 5/2015, de 27 de abril, por la que se 
modifican la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, para transponer la Directiva 2010/64/UE, de 20 de octubre de 2010, relativa al derecho a 
interpretación y a traducción en los procesos penales y la Directiva 2012/13/UE, de 22 de mayo de 
2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales. [BOE-A-2015-4605] 
